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PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA

EL PROBLEMA

EL PROCESO EJECUTIVO LABORAL EN COLOMBIA.
DESCRIPCION DEL PROBLEMA

Para decir verdad las disposiciones del Cddigo Procesal del
Trabajo, que regulan este aspecto no s6lo son deficientes
en cuanto a su alcance, sino confusas respecto de su con-

tenido.

Sin. embargo, han servido para que los jueces del trabajo,
remitiéndose en muchos puntos al C6digo Procesal Civil, le
den a la ejecucidén laboral un cardcter dgil y de gran efec-

tividad.

Es evidente que el Proceso Ejecutivo Laboral presenta fa-
11as en su tramite en cuanto a etapas procesales se refie-
re mds que todo cuando la demora en sus términos es protu-

berante claro esta, que en teorfa el Proceso Ejecutivo La-



boral parece ser de tramite mas rdpido que el Proceso Eje-

cutivo Civil, -en cuanto a ciertas etapas.



INTRODUCCION

La presente investigacion denominada "EL PROCESO EJECUTI-
VO LABORAL COLOMBIANQO", tiene como finalidad proporcionar
a todas las personas una informacién ofdehada, sobre 1los
aspectos de la jurisdiccidon especial del trabajo, las cua-
les se encargaran de dirigir por un tramite mas técnico y
rapida todas aquellas controversias que guscitaran con oO-
casion de la ejecucidon del contrato de trabajo, en aplica-

cién de convenciones colectivas.

Si bien este trabajo no esta revestido de una técnica ju-
ridica depurada, busca por medios bastantes claros de dar
a conocer las diferentes etapas o fases por la que atrave-
s6 la ejecucion laboral en Colombia desdé sus inicios has-
ta la actualidad.

Espero que este compendio procesal que hace referencia al
Proceso Ejecutivo Laboral en Colombia, como modesto concep-

to de su autor sea de mucha utilidad practica.



1. MARCO HISTORICO

1.1. EVOLUCION HISTORICA DEL PROCEDIMIENTO LABORAL EN CO-
LOMBIA EN RELACION AL JUICIO EJECUTIVO

Fue el acto legislativo No. 1 de 1940, al establecer en su
articulo dnico: "La ley creard la jurisdiccion especial

del trabajo y determinara su organizacién"”, la-que sirvio
dé fundamento para la jurisdiccién en 1o laboral; la nor-
ma constitucidn anterior fue ratificada y ampliada por el
acto legislativo No. 1 de 1945, al ordenar en su art. 69

"la ley establecerd y organizard la jurisdiccién especial

del trabajo y podrda crear tribunales".

Sin embargo, no obstante tal autorizacidn, constitucion en
vigencia desde el afio 1946, con la expedicidn del acto le-
gislativo No. 1 de ése.aﬁo, solo hasta cuatro afios después
se intenté por el ejecutivo poner en vigor djcho mandato

constitucional que autorizaba la reglamentacién de un ver-
dadero-procedimiento laboral y la creacidn de fribuna1es y
jueces especializados en su interpretacion y adecuada apli-

cacidon, los cuales se encargaran de dirigir por un tramite



mésﬂtécnico y rapido todas aquellas corntroversias que'sus—

citaran con ocasién de la ejecucién del contrato de traba-

jo, en aplicacidon de convenciones co]ectﬁvas, oen la in-

terpretacidon y aplicacidn de las leyes de cardcter social

y laboral hasta entonces su vigencia,' En efecto, en el afo

de 1944, y con motivo de haberse declarado turbado el or-

den pidblico y en estado de sitio la nacidn como consecuen-

cia de los sucesos subversivos de la ciudad de Pasto con la
detencidn del sefior presidente de la Repiblica en ese en-

tonces, doctor Alfonso LOpez Pumarejo, hor un coronel del"
ejército, el ejecutivo nacional, expidid el decreto-ley N2

2350 de 1944, por medio del cual se.introdujero fundamenta-
les reformas en materia laboral y de procedimiento del tra-

bajo.

Pero el gobierno nacional, deseoso de darle adecuada apli-
cacidn a los cdnones constitucionales ain vigeﬁtes, no se
contentd en esa oportunidad con introducirles simples in-
novaciones- a la legislacidon laboral vigente sobre esas ma-
terias, sino que, fbndéndose para ello en el mencionédb ac-
to legislativo No. 1 de 1940, establecid en.el citado de-
creto ley No. 2350 de 1944, por primera vez, la estructura
orgdnica de la jurisdiccién especial del trabajo y sefalé
allf los principios cardinales que regiran en el futuro pro-
‘cedimiénto laboral de nuestro pais, al disponer en los ar-

1

ticulos 23 a 29 de dicho estatuto juridico, bajo el titulo



“De Ta jurisdiccidon especial del trabajo", la creacién de
una verdadera jurisdiccidon del trabajo con Tribunales es-
pecializados, y sentar las bases que gobernarian el proce-

dimiento laboral colombiano.

Al ser convocado por el gobierno nacioné] el congreso a se-
siones extraordinarias, al iniciarse el afio de 1945, el e-
jecutivo presentdé al parlamento como proyecto de ley el tex-
to cdmpleto del mencionado decreto 2350 de 1944 que habfa
sido expedido por aquel con caracter transitorio y con ﬂh—
damento a las facultades que le otorgaba el art. 121 de la
Constitucion Nacional, a fin de que fuese adoptado por el
organo legislativo del poder pidblico como estatuto de ca-
rdcter permanente que sirviera como reglamentacién de 1la
jurisdiccidn laboral.

Pero en la camara de representantes se suscitaron agitados
y prolongados debates alrededor del citado proyecto, sin
que a la postre fuese acogido por el parlamento colombiano
como ley de la Repiblica. En su reemplazo el legislativo
optéd por expedir la ley 6a. de 1945, que en realidad no vi-
no a constituir en abstracto cosa distinta que la adopcidn
del mencionado proyecto presentado por el gobierno, con al-
gunas modificaciones sustanciales en cuanto a la denomina-
cidn dé los organismos encargados de la administracion de

la justicia laboral, forma de nombramientos de los miem- -



bros que los integraban y requisitos para ejercer los res-
pect%vos cargos; pero sin pronunciarse en absoluto sobre

cuestiones de vital importancia sobre el procedimiento la-
boral que contenfia el mencibnado decreto ley 2350 de 1944
especialmente en 1o que hacia referencia a aquellos prin;
cipios o normas de cardcter objetivo sobre el trdmite de
los asuntos laboral que se enconfraban consagfqdos én el
art. 37 del cuestionado proyecto del gobierno. Sobre este
respecto, el congreso se 1imitd en e] art. 67 de la citada
ley 6a. de 19454a investir de facultades extraordinarias al
presidente de la Repliblica, como casi siempre ha aconteci-
do cuando de expedir cualquier clase de codificacidn impor-
'tante, con el objeto de que'antes del 20 de julio de ese
ano de 1945 el ejecutivo nacional mediante un decreto 1e;
establecieran aquellas normas sobre procgdimiento laboral
que en futuro habrfan de regir las actuaciones y controver-
sias de que debfan condcer 1los jueces y tribunales del tra-
bajo creado por la precitada ley 6a. de 1945, sefialdndole
al ejecutivo, como era obvio, las bases fundamentales para
legislar sobre dicha materia las cuales en resumidas cuen-
tas no venian a ser otras éue aquellas contenidas en el

prqyecto presentado por el gobierno y a que se hiciera re-
ferencia antes, con aquellas modificaciones que el 1legis-

lativo considerd convenientes.

Sin embargo, el ejecutivo nacional, no obstante esas am-



p]ias.facultadeé de cardcter ordinario de que fuere inves-
tido por el legislativo dentro de las bases antes sefiala-
das, debido a la premura del tiempo no quiso hacer uso de
dichas faCu]tédéé extraordinarias, sino que procedidé a ela-
borar un nuevo proyecto de C6digo Procesal del Trabajo el
.cua1 fuere elaborado por el entonces Ministro del Trabajo,
doctor Adan Arriaga Andrade, con la muy valiosa ;o]abora—
cién del destacado procesalista y Exmagistrado de la Corte
Suprema de Justicia, doctor Juan Francisco- Mujica. Este pro-
yecto de c6digo laboral que fuera presentado por el gobier-
no a la consideracidén del parlamento en sesiones ordinarias
dé] citadd afio de 1945, se inspird primordialmente en Tlos
principios fundamentales de los més‘deStacados y modernos
estatutos sobre procedimiento civil particularmente el Ita-
liano de 1942. Se componia el mencionado proyecto de 658
articulos y regulaba integramente la materia, con-el evi-
dente prop6sito.de desalojar por completo la aplicacion del
C. de-P.C. eminentemente 1nd1vidua1ista de los procesos
laborales que deben ser siempre tramitados como un crife—
rio mads amplio y de contenido enteramente social. En 1la
camara de representantes correspondié elaborar la ponencia
.sobre é1 expresado proyecto de ley presentado en esa forma
por el ejecutivo nacional al parlamento, al doctor Diego
Tob6on Arbeldez, quien le hizo una serie de reparos y modi-
ficacidnes sustanciales que practicamente implicaban la e-

liminacién de las tres cuartas partes del proyecto de cé-
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digo presentado por.el gobierno.

De ahT que esa iniciativa del ejecutivo, en'definitiva, ni,_
siquiera sufriera suponer debate en 1la camara y ante esta
circunstancia, el congreso procedid a expedir la ley 75 de

1945, 1a cual procedid6 a reglamentar esa materia sobre pro-
cedimiento laboral de manera provisional en Tlos arts.'3‘ a
5, inclusive. En atencidn a esta urgente necesidad de do-
tar al pais de procedimientos mas rapidos y eficaces para
resolver las controversias de origen laboral, el gobierﬁo
nacional con el pretexto de reglamentar las leyes expedi-
das por el congreso .sobre la materia en cuestidon, vuelve a
insistir sobre esa necesidad de proporcionarles a los jue-
ces del trabajo instrumentos mds adecuados para el cumpli-
miento de sus funciones, creando una verdadera jurisdiccion

del trabajo de caracter especial, y fue asi como el ejecu-
tivo expidié el decreto reglamentario No. 969 del 27 de mar-
zo de 1946, "Sobre procedimiento en los juicios Tlaborales".

E1l art. 1 de este decreto reglamentario, el gobierno se li-
mitd a insistir que mientras se expidiera el cddigo proce-
sal del trabajo los asuntos atribuidos a la jurisdiccidn es-
pecial laboral por la ley 6a. de 1945 se continuarian tra-
mitando por el procedimiento verbal que hacian referencia

Tos arts. 1208 a 1211 del cddigo judicial vigente en ese

‘entonces, con las modificaciones y adiciones a que hacfa

referencia el art. 30. de la Ley 75 de 1945."



Pero este decreto fue demandado dnte el Consejo de Estado 
por excederse el ejecutivo en su facultad reglamentaria,
por cuanto en el resto del articulado de dicho estatuto ju-
ridico se continda la expedicidon de un verdadero cddigo de
procedimiento laboral, al reglamentar todo 1o relativo a la
competencia, capacidad de las partes para comparecer al jui-
cio, requisitos‘formales de la demanda y respuesta o° con-
testacion de la misma, tramite de incidentes,:»nu1idades,
notificaciones, intervencidn deW;Ministerio Piblico en Tos
juicibs laboral, audiencias, poderes 1abora1e$, recursos y
el tramite pertinente para cada una de las in;tancias, in-

cluso la del recurso extraordinario de casacion.

E1 anterior decreto reglamentario fue suspendido a Tos po-
cos meses de haber entrado en vigencia por el Consejo de
Estado, con fundamento en que dicho estatuto jurfdfco era
ilegal por haber rebasado el ejecutivo la facultad que le
confiere la constitucidon de reglamentar las leyes -expedi-
das por el congreso; Debido a.esté insuceso, y aprovechan—
do las sesiones del ‘congreso en el expresado ano de v1946,
el ejequtivo nacional insistid en presentar en forma de pro-
yecto de ley dicho decreto a la consideracién del legisla-
tivo; inspiradas en las experiencias observadas por los ma-
gistradds de la Corte Suprema del Trabajo que intervinie-
ron en su complementacidén. Pero este nuevo intento del

gobierno nacional por dotar al pais de un adecuado y -mo-



derno c6digo de procedimiento laboral como en las pasadas
ocasiones a que -ya se ha hecho expresa referencia, tuvo su
mas estruendoso fracaso, al clausurarse las sesiones ordi-
narias del parlamento en ese afio sin que hubiese sido po-
sible darle siquiera el primer debate a dicho proyecto del
ejecutivo, y sin que en la siguiente 1égis]atura ofdinaria

hubiese sido posible alcanzar su aprobaéién como,]ey:de la

Repiblica de cardcter permanente.

En tales Cbndiciones'lds juicios laboral se continuaron an-
te la jurisdiccidn especial del trabajo con sujecidon al pro-
cimiento establecido por el art. 32. de la Ley 75 de 1945,
antes méncionada y transcrita en su parte esencial y per-
tinente, por cuanto era el dnico estatuto juridico vigente

‘hasta ese entonces sobre la materia.

ET gobierno nacional, después del fracaso de un nuevo in-
tento por obtener del congreso de la repiblica la expedi-
cion de un auténtico y eficaz cddigo brocesa] 1abord]; a-
rpvechando los funestos sucesos que conmocionaron al pafs
con motivo del asesinato del doctor Jorge Eliécer Gaitdn,
declard turbado el orden piblico en todo el territorio na-
cional y en estado de sitio 1la nacién. Fue asi como hacien-.
do uéo.de las facultades que en tales circunstancias 1le
conferian el art. 121 de la Constitucidn que expidié el

decreto ley 2158 de 1948 "sobre procedimiento en los jui-.
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cios laborales". En dicho decreto, que éonstituye en la
actualidad el cddigo de procedimiento laboral que hoy rige
dicha matéria, como vamos a verlo, se acbgiélen su-articu-
lado toda la expefiencia y esfuerzo realizado hasta enton-
ces sobre el particular, puesto que en dicho estatuto se

encuentran cpmpendiadas aquellas normas y principios sen-
tados en los distintos proyectos presentados en afios ante—
riores al 99ngreso‘pof el ejecutivo nacional, asi como a-
quellas modificaciones de jmportancia e introdubidas _por

aquel en tales ocasiones.

Pero aln hay mds; en la celebracidn del mencionado decreto
intervinieron en forma decisiva los entonces magistradog
de la Corte Suprema del Trabajo, quienes con sus luces y
experiencias adquiridas en la prdctica laboral por un lap-
so superior a los dos afos de funcionamiento de la juris-
diccidn esbecia] del trabajo, contribuyeron a que ese es-
tatuto jurfdjco no alcanzara un valor incalculable paraga_

rantizar su éxito y eficacia.

Como el citado decreto a que veniamos haciendd referencia
solo pdseTa el cardcter de transitorio que le atribufa la
Constitucién, por _haber sido expedido bajo el 1mper16 ~del
estado de sitio a que se hiciera mencidn, el gobierno -na-
cional 1levé a 1la consjderacién del par]amento,”en_sus se-

siones ordinarias de ese mismo afio de 1948, el mencionado



11

decreto legislativo en forma de proyecto de ley. Pero tam-
bién en esa ocasidn, como en las anteriormente analizadas,
el congreso tampoco le imparti0 su aprobacidn para conver-

tirlo en 1ey»de_caréctér permahente.

Sin embérgo, en esta_ochsidn, el ejecutivo tuvo una mejor
suerte que en 1las anferiores en sﬁ intento Ae détar'a1~pafs
de unvvérdadero cédfgo de procedimiento del trabajo, pues-
to que por'médio del art. 27 de 15 ley 90jde'1948,,9fped1-
da en esa.oportunfdad por el congreso, se Te confﬁrierqn'&T
presidente de 1la Repﬂb]ité émp]ias facU]tades-extraoréina;
rias,vhasta el dfa 15 de febrero del siguiéqte=dﬁo, paré

que adopfara como normas legales de cardacter permanentea]—
" gunos decretos -leyes dictados por el ejecutfvo durante esa
emérgencia del esfado de.sitio,. dentro de los cua]es‘se'ih:

cluyera el mencionado decreto 2158 de 1948.

Fue asi como efvdrgano ejecutivo del poﬁer.pﬂb1ico; hacien—
dd uso de esas facultades extraordinarias, expidid é]' de-"
creto ley No. 4133 del 16 de diciembre de 1948, por medio
del cual se adoptd entre otros el mencionado decreto Tley

.No."2158 de 1948, "sobre procedimiento en los juicios 16;
borales", como ley de ia Repﬂﬁ]ica con cardcter permanente,
cu]minando en esa forma ese verdadero'viacrucis del ejecu-
tivo por alcanzar del parlamento que dotara al pafs de un

auténtico y moderno cddigo de procedimiento laboral, tan
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necesario como urgente que se expidiera en atencidn a Tos

avances objétivos hasta entonces alcanzados sobre esas ma-

terias.

En consecuencia, aquellas normas de procedimientb conte614 
das en el citado decreto 1ey Nd. 2158 de 1948, que en ta-
Tles vigencias el d1a 8 de--julio de ese mismo ano, con a-
“quellas mod1f1cac1ones que se Tle han’ 1ntroduc1do con pos-
ter1or1dad a su exped1c1on,'son las que r1gen actua]mente‘
el tram1te de 1los procesos 1abora1es que actua]mente ade-

lantan 1os jueces y magistrados del ramo laboral.
1.2. CARACTERISTICAS DEL PROCESO EJECUTIVO'LABORAL

Desde el punto de vista hiétﬁ%ico, de acuerdo como se deja
expuesto en el pﬁntoxde 1a evo]uciﬁn a través del .tiempo y.
la historia del proceso éjecqtivo, encontramos, que Ta e-
jecucidn laboral, tjene un~caré;ter piblico y por su mate-
ria de cardacter Soéia1, el ]egis]ador-estéb]ecié'concreta—
menté en este prbpeéo tramites especiales, acordes con la
finalidad y el destinatario de su objetivo. €Ello hace re-
ferenc{é a los principios qe_la gratuidad, economfa proce-
sal, ceieridad_y drasticidad procesal.

/1.2.l.~ Principfo de ia gratuidad. -El1 art. 39 de] C. P.
del T. dispone- "La actuac1on en Tlos JU1C1OS del trabaJo

se ade]antara en papel comun, no dard lugar a impuesto de
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timbre nacional ni a derechos de secretaria, y los expe-
dientes, despachos, exhortos 'y demds actuaciones cursardan

libres de porte por los correos nacionales".

Sinembargo, la grétuidad}no es absoluta. No.queqan cobi-
jados por ella a]gunosléctos brocesales que por Ssu pfopﬁa
naturaleza son onerosos. Aéf lo entendieron los redactores
. del - c6digo y por ello hicieron la sa]védad en el artTcuio
54 al decir.que el Juez podrd ordenar "a costa de una 4dé

las partes, o de ambas, segin a quien 0.a quienes aprove-

che" Ta practica de pruebas.

Excepcfones: Ld,dispueéto en el art. 3§'tiehe sus éxcebf'
ciones, que en la prdctica To constituyen Tlos gaétos qhe
normq]menfe sé,prbduée. La parte demandante que .general-
'Amentebes el trabajadof, le cprresponde en principio cance-
1af los gastos de nbtificaciones, de edictos; -hohorarios
de] secuestre, hoﬁdrafios*de]-curador ad-litem, de frans-

portes para inspeccidén judicial, de condena en costa, etc.

Sobre el fundamento de este7principio se expresa Couture

asi:

. 1) ° .
Si en un proceso actian frente a frente: el pobre y
el rico, debiendo pagar ambos 1os gastos de justi-~
cia, no existe igualdad posible, porque mientras el
pobre consume sus reservas mas esenciales para la
vida, el rico litiga sin sacrificio y hasta con des-
precio del costo de la justicia. No existe, pues,
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dos partes 1gua1es, sino una dominante por su inde-
pendenc1a econémica y otra dominada por su suaec1on
econdmica.

_l“ZﬂZ. Principio de Ta ce]eridad procesal. Este principio.
hace referencia‘a que en materia.labqral en'fazén de 1la fi;
né]idad que persigue, como es.la qahéé]atién de los sala-
rios y prestacidhes sociales del trabajador, requiere de
uné_prdnta decisidn de los mismos y en virtud de é]]p el
legislador Te fmprimié-a] juicio laboral su répido tramite
Ao desenvo]vimiento hasta tal punto que senala términos cdr-n
" tos de 24 horas, 2 dias, 5 dfas, 6 dTas,-etc y en Veces co-
mo- ya 1o hemos criticado por darle phioridad al 1hpMsopro—
cesal viold la 1og1ca Jur1d1ca y hasta el derecho  de de-

fensa

1.2.3. Priﬁcipio proteccionista del .Estado. Hace referen- -
-cia a que el 1egfs1ador estab]eciﬁ.Unafsefﬁe de normas que
van en defensé de Ta parte mésAdébfl eﬁ lTa contienda labo-
ral, cua] és el trabajadbr .Estas se 1laman normas protec-
toras por el caracter de orden pub11co que 1mphcan,1o que
s1gn1f1can que no pueden ser 1rrenunc1ab1es por el traba-
jador, y en el supuesto caso -que 1lo h1c1ese se cons1dera
que es una cldusula no escr1ta, as1, encontramos en el C.

P. del T., las normas queiestab]ecen_]as Jornadas max1mas»
de_traﬂajo, e{ salario minimo, el subsidio de]mtkénsporte,-

etc.
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En matéria procesal laboral, encontramos esta proteccion:
primero, en cuanto al aspecto eeoném%ﬁo em el sentido -de»
que en el juicio ejecutivo.1abora1, la-parte demaﬁdante no
debe prestar cauc{6n>en los juicios donde se- hacen efecﬁf-
vas ob]igaciOnes_laborales.A

1.2.4. Prfncipio de la-Reformatio Inpejus. Hace refefen;
- cia este principidg}a queﬁIOS mdgistrados de los Tribuna-
les no tienen facultad de fallar en extra oAﬁltrapetita,'y_,-
si la aplican-violan la 2a. causal contemplada en el art.f
87 deT'C.P.L.,.sobre causales de‘casaciéﬁ“en,e]‘séntido de

. que en la sentencia qué,dfcta en segunda instancia, hacen
mas gravasa»la situacfén deT ape]ante>o de éque] en cuyo
'favor se surtido la consufta y por ende_vﬁo1a el principio.

de la Reformatio Inpejus.

Lo anterior. tiene re]acién con el artfcu}d 50 del C.P.L.
con relacidn a 1a,facuTtad extra o UTtrapetita qué es .solog

para el juez de primera instancia.

E1 articulo 50 del C.P. del T.:enseﬁa: "Extra y ultra pe-
tita: E1-juez de pfimera insféncia-ﬁodré ordenar el p&éb
de sa]arios, prestacidnes o indemnizaciones diétintos de
1os'pedidos cuando los hechos que los originen hayan sido
- discutidos en el juicio 'y estén debidamente probados, o con-

denar al pago de sumas mayores que las demandadas por el
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mismo concepto, cuando aparezca que éstas son inferiores a
las que corresponden al trabajador, de conformidad con la

2

ley, y siempre que no hayan sido pagadaé“.

E1 articulo 50 tiene un-claro fundamento: la irrenunciabi-
lidad de derechos y garantias que corresponden al trabaja-

dor (Artfculo 14 C.S. del T.).

Extra, significa pdr "fuera de"; Ultra, "mas a]Té'de"; Se-
ra fa]]o "extra petita" el que reconozca derechos aistin-
tos de los pedidos. en 1a demanda. Y fallo "ultra petita"

serd éque] que condené'por sumas mayores que las demanda-

das por el mismo concepto.

Segin el articulo 50 dnicamente el Juez de primera instan-

cia esta facultado para fallar extra o ultra petita:

Se discute sinémbargo si ‘el sentenciador de segundo gradb'
puedé 0 no hacer este tipo de condenas. Se dice al respec-
to.-que si el apelante es el demandado, el Tribuné]lde se-
gdnda instancia carece de*facultades:para fallar extra o
ultrapetita; pero que si ambas partes apelan, si puede el
- Tribunal hacer1p. En el primer. caso (ﬁhicamente.apelé e]:
demandado) es clara la situacién: Cualquier condena adi-
cionaT.que haga el Tribunal significaria una "reformatio in-

pejus"; en el segundo (ambas partes apelan), el - Tribunal
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" se encuentra ante la misma situacidn del Juez de primer gra-
do y por'ende.podrfa'modificaf la-condena. No obsténfe lo
anotado, debe advertjrse qué'en.frecuéntes fallos y‘en au-
:torizados éoﬁentarioétse insiste en qﬁe esta facu]téd sdlo
la tiene el Juez de primera instancia;h»Nosotrbs, basadds
en e]'confenido Iiterai de 1la norma y"en el hecho de que

se trata de una facultad y no de una obligacidn, considera-

mos que sd]oie] sentenciador de primer grado puede produ;C ““

~cir fallos de esta naturaleza. Si é]_Tribuna] condena en
forma extra o ultra petita, estard utilizando una. discre-

cionalidad que s6lo compete al inferior.

. E1 fallador no puédé-arbifrariamente pronunciarse extra .o
ultra petita. 'Es'menester que seAreGnan.ciertos requisités-
" dentro del proﬁeso. En el ;asb‘de la condena "extra peti-
ta";‘los héchoé que dan Tugar a la decisidn del Juez deben:
a) Haber sido discutidd.en ei'jﬁicio, y b) Estar debﬁaﬁév
te probadbs. Para ia condena "d]tra petita“, es- necesa-
rio: a) Que aparezca dujeiias sumas demandadas son infe-
fiores a las que 1e.correspondeﬁ al trabgjador? y b) . Que

no le hayan sido pagadas.

1.2.5. Principio de la 1eé1tad‘procesa1. E1 articulo 49
del cddigo dice: "Las parteé debekén comportarse.cmlleal-'
tad 'y probidad durante el proceso y el Juez hard uso de sus

" poderes para rechazar cualquier solicitud o acto que impli-
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que una dilacién manifiesta o ineficaz del litigio, o cuan-
do se convenza de que cua]qu1era de 1as .partes o ambas -se
sirven de] proceso para rea11zar un acto s1mu1ado 0 para

perseguir un fin pr0h1b1do por~1a ley"

A'dos aspectos sé contrae Ta norma: .1) La ob11gac1on de
los 11t1gantes de comportarse con ]ea]tad y prob1dad 2) ‘
E1 deber de] JueZ‘del conocimiento de impedir cua]quier .
d11ac1on del proceso 0 que una o ambas partes uu.11cen e]

mismo para s1mu1ar actos u obtener fines 111c1tos

1.2.6. 'Printipid de la 1mpﬁ1516n del proceso por el juez.
" No cdbe duda de que al jue2~1aboraT ﬁo 1é eéApermftido ini-

ciar oficiosamente los procesos o juicios.

En nuestro dereethprocesa] del trabajo todo jhiﬁﬁo requie- =
re un-acto de parte cua] es el de 1a pfesenféCién de la de-
" manda. - Pero una vez presentada, e] func1onar1o estd en 1a

ob11gac10n de tramitar el proceso hasta su. cu1m1nac1on

1.2.7. Principio de oralidad. El articulo 42 del C.P. del
T. ensefa: "Lés‘actuaciones y di]igeﬁcias judicia]es, la
prdctica de pruebas y la sustanciacién se efectuaran oral-
mente en audiencia publica, so pena de nq11dad sa]vo 105“_

IR

casos exceptuados en este decreto".
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Con oralidad se obtiene una comunicacidén directa entre el
Juez y las partes, lo mismo que con las demds personas que

intervienen en el juicio.

'"Desde_luego hay actos procesales dentro de11juicip iabora],
:que por su propia naturaleza no puedeﬁ sujetarse a ia.praQ.
lidad. Por ejemplo, la fdrmu]aciéhmde Ta demanda“paré to-
do proceso (a'excépcfdh del juicio ordinario de dnica ins-
fancia) debé-hacerse por escn%to; en la misma forma ‘debef‘

procederse.para la contestaci6n; la demanda de casacién y

su contestacidon tienen que presentarse por escrito.

- Observacidn y critica al p?ihcipio-de la oralidad de 1la
précticar':Se critica este principio dé 1a'6ra11dad porque
ja pract1ca judicial ha degenerado en una especie de dic-
tado, es dec1r, que es un proced1m1ento mixto, ora] y es-

crito.

Vl.é.é; Principio de 1la pub]1c1dad E1 principio de la pu-
'_b11c1dad se cump]e realizando dentro de "audiencia pdb1i-‘
ca" 1os-tram1tes_1nherentes al juicio. NatUra]menfe hay
‘actos p}ocesales que por fﬂerza no pueden efedtuarse .den-
tro de ella. Se tiene asi: La formu1ac16n y contestécién
~de Ta demanda; la interposicién de a]gunos.recurs@s, espe- h

cialmente si se trata de providencias que no han sido no-

« tificadas por estrados; la concesifn de algunos recursos;
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,]@s tras]ados;iia mayorfa de ias:actuaciones en el juicio
ejecutivo; el pronunciamiento'de 1as sentencias de segunda
.'instancia.en_ey juicio de fuero sindiﬁa], etc.

,Por otra-pdrte el mismo cdédigo permite-(articulo-43) que

- por fazones de orden'pﬁblico o de buenas éostumbreésé}nesf
cinda de la publicidad, debiéndose en. tal caso realizar la

audiencia en forma privada.



2. MARCO LEGAL
2.1. TITULOS PARA LA EJECUCION LABORAL

2.1.1. chién de titulo ejécutivo; Se entiende bor thu-
lo ejetutivo el documento o los documehtos'autéﬁtipos, que
constiiuyen plena prueba, deu;Uyo contenido conste la exis-
tencia a favor del ﬁeméndante.y'é cargd de] demaﬁdado,' de
und obligacién expresa, clara y éxigib]e‘(art. 488), Codi-
‘go de Procedimiento Civil, qge'ademésAdebe'ser 1iquida o

liquidable mediante una operacién éFitméticaﬁéf se trata del
pagd de Sumas de dineros (qrt. 491), y que‘feﬁnan ]os' re-

quisitos de-origen y forma que.éxige la ley.

Cuando son varios 1los docﬁmentos que formén e} tftu]b eje—.
cutivo, se;hab]aAdéfuha unidad juerica”dé éste, pués no
se requiere que aparezca en un solo escrito, pafa cada uno
debe reunir los requisitos dé procedencia y autentﬁcidad-y
en su.conjunto debe cumplir los requisitos de fondo: pro-
bar_]alob]igacién cTara, expresa, exigible, 1iquida o 1i-
quidable, a cargo del ejecutado o de su causante y a favor

del ejecutante o de su causante.



22
En consideracién a To expuesto, tenemos que la obligacidn
es expresa cuando aparece manifiesta de la redaccidn misma
del contenido del titulo, sea que consista ésta -en un solo
documento o en varios Que se tomplemeﬁten formando una u-

- nidad juridica.

Pero.existen ciertas consecuencias .del incumplimien- -
to de la ‘obligacidon expresa, que por consagrarlas

la ley no hace-falta que aparezca en el titulo, co-
mo la de pagar intereses durante la mora al tipo
que . la misma ley consagra y la de indemnizar per--
juicios que por ese 1ncump11m1ento sufra la otra
parte; esas -consecuencias se deben considerar como
parte de la obligacidon consignada en el titulo, aln
cuando &ste no las mencionel. -

La obligacidn es clara,

Cuando -ademds de expresa. aparece determinado en el
titulo en cuanto a su naturaleza y sus .elementos
(objeto, término o condicidn), y si fuere el caso
su valor 1fquido o liquidable por simple operacidn
aritmética, en tal forma de que su lectura no que-
de duda seria respecto a su existencia y a sus ca-.
racteristicas

Ob1igaci6n'exigib1eﬁeé la que debfa cumplirse dentro de un

1GONZALEZ VELASQUEZ Ju11o A Manua} sobre procesos -ejecutivos.  Mede-

114in, 1967.
2E1 Tribunal de Medellin ha dicho: "la claridad de 1a obligacidn debe
estar no solo en la forma anterior del documento respéctivo, sino
ademds y fundamentalmente en su contenido juridico de fondo"; au-.
to de 16 de octubre 1974. En otra ocasidon dijo que el t1tu10 e-
jecutivo debe reunir "en su ser, en su contenido y naturaleza" la
calidad de tal, es decir, "que sea plena prueba de interés juri-
‘dico reclamado", auto 11 de febrero 1934.
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término ya vencido, o guando ocurriera una condicidn ya a-
caeéida, 0 paré la cual no se sefalod término pero cuyo cum-
plimiento so]o‘pqdfa;hacerse dentro.de_éiertd tiempo ¢m>ya'
transcurrid, y las qde es pura y simple por no haberse s0-

“metido d‘plazo ni condicién (C.C. arts. 1608 y 1536 a.1542).

Por eso, cuando se trate de una obligacidn condicional, de-
_be acompafnarse la prueba plena del cumplimiento de la con-

diciodn.

2.1.2. Procedeﬁcia~de la ejecucidn laboral. E1 articulo
100 del C.P. del T., dice: "serd exigible ejeéﬁfivamente

el cumplimiento de toda obligacidn or%ginéda‘en uﬂa refé:
cion de trabajo, que conste én acto o documento qué provénQ;;
.ga‘de1'deudor o de su causanté 0 que emare de una decisidn

judicial o arbitral firme".

"Cuando de fallos jﬁdiciaies'o laudos arbitrales se despren-
dan ob]iéaciones distintas de las de entregar sumas de di-
nero, 1a-parte-inte?esadafpodré pedir su cumplimiento por
la via ejecutiva de qué trata esté éapftu]o, ajustdndose en
~ 1o posible a la forma prescrita en los articulos 987 délCéf

digo Judicial segin sea el ‘caso",

Varios comentarios :nos permiten la disposicidn transcrita,

veamos:

L
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a) Por la via ejecutiva Taboral se pueden hacer efectivas
no s6lo las obligaciones originadas en un "contrato de tra-
bajo", sino en general las emanadas de cualquier "relacién

de trabajo".

Se sabe que la "re]acién.de trabajo" es un hecho que se da
en todos los casos donde exista Ia;prestacién personal - de
un_servicio pof parté‘de‘una persoﬁa natural en béneficio
_de otra;nnﬁtura1,omjuridica, ya sea ésta de derécho privaj
&Bio-de derecho pdblico. Se sabe también qhé la 1o§uci6n
'"contfato'de_trabajo" es mas restringida en su a]cancé que
. la de "relacidn de'trabajo"1c6n lo cual sé.signifita; QUe
 puede haber fe]a;%én de ffabajo sin que ello implique 1la
existencia de un contrato, cosa que OCUrYeF por ejemplo,en
-105 empleados pidblicos, quienes estan vinculados a Ta ad-
ministracidn.por ﬁna situacién reglamentaria (no hay. con-
'trato,de trabajo), .1a cual en el fondoApresuponﬁ; la exis-
tencia de .una ré]acidn;de.trabajohl-Para abundér'enAié di-.-
ferenciaciodn reéordémoé~que los empleados pﬁb]iCoé, no pue-
den entablar aCcionés ordinarias contra 1a~administracf6n,
ante 1aujurisdicc16n'1abora1 (ya que es el contenbioso dd-
ministrativo é] competente para esta clase de proceéos),pe—
ro sf_pueden,.unaiveZ'obténida la sentencia favorable, a-.
cudir ante el juez 1§bora1 para exigir su cumplimientb por

la via ejecutiva.
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_b) No 5610 las ob]igacidnes consistentes en el pago de una
-suma de dinero son 1las demandab1es ejecutivamente por - la )
vTallébora1. Lo son también, al tenor del inciso 20. del
:hrtfcu16 100;_1as.ob1igaciones de haéer,vo séa &quéﬂaécu~
yo objéto coﬁsiste en la ejecucidn deAun hecho. Asi, pbr-y
ejemplo, si en un-laudo arbitral se impone. al patran' la

ob]igacién de mejo?ar_Tés condiciones de sa]dbridad ef hi-
~giene en el sitio_de trabajo, y nos las mejora. voluntaria-' =
mente, pueden 105 trabajadores demanddr]os‘ejecutivamente-
para qué cumpla ésa gbligacién de hacer. Tahb{én es deman-
'_dab]e‘por'esta via el cUmp]imieﬁto dé obligaciones de dar,
. como es el caso de due4en juicio ordiﬁério se condene al

patrono a la ob]igaéfdn»de dar al trabajédOr_zapatos y ove-="
‘ rd]es y.ta].patrono'nd safisfaga Qo]untarfamente la conde-

na.

c) La'refé}éncia~en.e1 inciso 20. . hace resbeétﬁ de los ar-
tiéq]os 987y Siguiéntes del Codigo Judicial;'hay que ac-
tua]izar]a‘tehiehdo'en éueﬁta que a bé}tirhdeJ Ioi»dé Jju-
lio de 1971 riée un'nuevo'Cédigo de’Proéédimienfo' CiViT.

La cita cérretta hqy1En-dTa serd la de los arffch]os: 493,

499, 500 y 502 del C. de P.C.

2.1.3. Ejecycién contra entidades de'&érecho pﬁb]?éo; "E1
articulo 336 del C. de P.C., nos dice que.1a_nacibn,hopue;

de ser ejecutada y .-que cuando se fiaya condenado a un depaf—
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tamento, una intendencia, una comisaria o un municipio, la
respectiva entidad dispondrd de seis (6) meses, para el pa-

gdfsih‘Que én;pe tantq pueda Tibrarse ejecucidn contra ella.

Cémd se comporfa-]a'situaciﬁn trafda por el articulo 336
del C.~de P.C., frente al articulo 100 del C.P; del T.;que 
eh cuanto a Ta naturaleia del ejecutadb»no hace distincidn;
-alguna? | | |

Al respecto'ex{sfe un conf]icto'de viéja data: La pugna so-
bre si en Tos ejecutivos laborales debe dafse apWigacjén a
las normas deT enjuiciamiento civil que prohibe 1& ejecu--
‘Vﬁién de ]a_ﬁacién,»o Si por.e] contrario fiéne p%eva]éhg}d
el articulo ‘100 del procedimiento laboral, ha sido materia
de ﬁerménente.anélisis por los Tribunales Laborales, y ain
mdss ha dédo Tugar a que el propio'1egislador'tome éarf&§
en el asunto. Sobre esto G1timo basta conm recordar que enb
la 1ey dé1 preSupuesto nacional para 1963, Se_intluyé':un’
artfcu]o (52). cuyo texto es: "siendo el Tésoro 'Nacionalv
fuente“de recursos para las obras y sefvTcﬁos de utilidad
pablica, 0 interés soch],'conformé;al articulo 30 de Tla
Constitudién Nacional, en ningﬁn caso sus fdﬁaos. podran
§ef embargados por particulares", y que en la 1ey'93.'de
1965, aftfcﬁ]o 41, se dijof~"La'PagadurTa del Ministerio
de Justicia, por orden de la Direccidn Nacional de Presu-

puesto, suspenderd el pago de los sueldos de los jueces
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que ordenen el embérgd de los fondos de que trata este af—.

ticulo, hasta tanto revoquen tal providencia®.

Sobre el tema de'quéﬁée trata, el T.S. del D.J., de Bogo-
td, se pronuncid eh auto del iO de agosto'de 1964, asfi:
"cuando elvartfcu1o 52 de la Ley 70 de 1963 hace nugatori6<'
el dump]imieﬁto de las ob]igaciones.socﬁales a targo de las
entidades ‘de dérecho'pﬁb1ﬁco, derogando mandatos conteni-
dos en eJiC.P; del T., cohtrarja claros principios consti- -

tuciona]es que, de todos modos, deben prevalecer.

Resultaria por lo menos paradéjico, que una norma permanen-
te y sustancial, como es la contenida en un'cédigo; _estu-
viera subordinada a una ]ey.meramente reglamentaria y tran-
sitoria, como es la que prevé fos gastos y‘céicyla las rén—
tas paré un determiﬁado afio fiscal. ET1 articulo 52 de 1é
Ley 70 de 1963 (ley de‘preSUpuestd) debe dejarse de apli-
car por via de excepcién como ordena la Constitucidn Nacio-
nal, cuando se trate Qe exigir éjecutivamente el cumplimien--
to de ob1igaciéneS‘TaboralesAa la naéién, porque el ‘deber
de las autoridades es-de proéufér el cumplimiento de 1los
deberes socia]es‘dé1'Estad0,-uno de 1os cuales consiste en
~e1‘pago oportuno de los derechos mfﬁimos que en %avor de

sus trabajadores establece la ley".

La tesis de los tribunaies laborales, en el sentido de que
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1ébora1mente se .puede ejécutar a la Nacién y al -.resto de
las Entidadés oficja]és'para el cumplimiento de obligacio-
nes. derivada; de una reTacién de trabajb, viene ap]fcéndd-
se por los juzgados ante quienes se propone esta c]ase:ide

acciones.

2.1.4. TTtuJos que pueden utilizarse para 1a'ejecuc16n'1a—

boral. Se distinguen dos grahdes clases:

1. Los contenidos en actos o documentos que proVengan' del

deudor o de su causante;

2. Los provernientes de decisiones judiciales o arbitrales

firmes.

La primeré clase estaré'jntegrada.por cualquier documento
o acto en el cual el deudor o sus éauﬁanfés.reconozcan ex-
presamente (no en forma ambigua) 1a existénﬁ{a a favor de
otra persona (acreedor) -de una ob11§aci6h clara cuyo Cuh—
plimiento estaba sefialado para una fecha o acontecimiento
que ya acaecid. Puedé darse el caso de que a]‘termjnar un-
éohtrato de trabajo, el patrono proceda a réconocer por es--.
crito que(]as prestaciones y demds derechos a'favor_de]ira-
bajador ascienden a. una determinada- suma; cbn‘ese documen;
to y si el patrono no satisface la obligacidn voluntgrfa—

mente, podrd el trabajador acudir directamente a la vfia
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ejecutiva, prescindiendo de la accidn ordinaria.

Dentro de la segunda clase podemos agrupari
a) Sentencias proféridas por los Jjueces del trabajo orpar
Tos jueces civiles cuando éstos, por las reg]as de combé—

tencia, han tenido que decidir en juicios laborales.

'b) Senténcias'proferidas pbr el contencfoso-administrativb,
de Jas cuales sg derﬁven ob]igacidhes de tipb-]abora1”ycu;:
yo éUmp]imiehto no Haya sido”atendido por ‘1a entidad admi-

nistrativa correspondiente.

c) Sentencias profer{das por Tribumales de arbitramento.

d) Actas'de conciliacidn por diligencias de ta]-natura]ezé,
rea]jzadas'ante los ‘inspectores del Trabajo o ante los jue-.

~ces laborales.

Debemos'égreggr que'como en virtud de los decretos 456 y
931 de 1956 la jurfsdicciﬁn']aborq1 es competente para co-
nocer de las acciones ordiﬁarias y ejecutivas que verséh
sobre'honorardos~yvremqneraciones por servicios profesio—
nales de cardcter privado, serviran entonces de tTtu1o.ea
jecutivo igua]mente-loé documentos o sentencias que con- "
tengan db]igaciones c]éras; expresas y exigibles, de esta

naturaleza. .
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3. TRAMITE DEL JUICIO
3.1.. DEMANDA EJECUTIVA LABORAL

La demanda ejecutiva deﬁe reunir los requiéitog-dé forma de
cua]quiér demanda. Su contenido, dada la naturaleza de la
acéién, cpnsistﬁré esencialmente en la peticjén‘de qué se
ordene al deudor satisfacer 1a obligacién. Deberd formu--
" larse siempre por escrito y como eg'obvio débe adjuntarse

el titulo ejecutivo.

En ella debe hacersé bajo juramento Qna denuncia de 1los
bienes qﬁe se sabe son.de.bropiedad:del ejecutadb, y ade-
mis solicitar e].embargq y sécuestfo de los bienes  denun-
ciados. La denuncié y-la solicitud de embargo y secuestf&
forzosamenfe tiénendue ir en la deménda.; No es necesario,
constituir caucidén para garantiiak el pago de perjuicios

" derivados del embargo y secﬁestro; fé?cadcidh que para es-
toé_efectos establece - la ley procesal éivi]'es sup]ida én
laboral pbr el juramento que en cuantp‘a la denuncia de
Abieneé presta el ejecutante ante‘éi'erz, una Vez presen-

tada la demanda.
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En laboral, é diferencia de].civi1, no puede iﬁtenfarse ef
embargo y secuestro de bienes del ejecutadé independiente-
-ménte de la aﬁci@n.principa]; Pof:éso deciamos que la so-
licitud sobré e§t§s medidas dében'ir-incorpdradas en la de-
manda ejetutfva Esta circunstancia perm1te que 1los tfa;
tadistas.digan que en el e3ecut1vo 1abora1 no hay medidas

.wbrevent1yas.
,3.2. ADMISION DE LA DEMANDA

>Preséhtada la demanda y si ésta reﬁne 1os requisitos deiey,
se sentara 1a d111genc1a de Juramento en cuanto a denuncia
de.bienes, para proceder 1uego el juez a 11brar la mﬁende
pago contra el:-deudor, lo cual hara envun auto que bas1ca5

menteAgontendré-las siguientes decisiones: -
a) La orden de .que el deudor pagﬁe la obligacidn.

b) E]Vdecreto'dé embargo y secuestro de los bienes muebles

o el mero ‘embargo de los inmuebles del deudor.
c) E1 nombramiento de secuestre.
Antes de notificar esta prOVidencia a] ejecutado, se prac-J

ticarad e] secuestro de los b1enes mueb]es y el embargo de

los 1nmueb1es denunc1ados
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Para estas di]igencias no héy ritualidad propia en.e1 C.

P. del T., 1o cual indica due en aplfcacién dei q?t. 145 -
dggd{cha obfa,'debe_femftirse gT jdzgador a los articulos =
681 y-siguientes’de1 t.P.C.  Tanto el embargo como el se;-
'! cuestro deben Timitarse a 1Qs biéhes que sean _suficiehtég
para asegurar el bagp de ‘10 debido y de 1las costas. de “Ta

ejecucfén;-esto noslio ensefna la parte final del articulo

101 del C: P. del T.
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4.. MEDIDAS CAUTELARES
4.1. NOCION DE MEDIDAS CAUTELARES

'$e entiende'por medidas cautelares aquellas qué pérmiteh a-
ségurat la éficacia pféctica"de los prddésos y- p%iﬁcipa]-
[ mente 1a eje;ucT6h~de1 cUmb]imiento de Tas sentencias. Unas
son préventivas cuando se practican antes de formarse 1la
relacion jurfdiéb procesal, éon la admisidn de 1aAdemqnda;{
-1a nqtfficacién de1 auto al demandado y su ejecutorfa; otras

~son posteriores a dicho momento, es.decir;-al proceso.
4.2. DECRETO DE EMBARGO Y SECUESTRO.

En materia procesal 1abora1 1a demanda ejecﬁtiva a1sicon—
siste en una sp]icifud que hace el interesado con la: pre-
vié denuncia de bienes, que se hace bajo juramentd;ﬁraque
éstos se embarghen y secuestren, todo lo cual se hace en el .

mismo nivel.

E1 Juez decretard inmediatamente el embargo y secuestro'ae

‘los bienes muebles o el mero embargo de inmuebles del deu-
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dor, qpe seaﬁ suficientes para asegurar el pago de 1lo débif

do y de 1las costés de” 1a ejecucidn.

En el decreto de embargo y'secuestro;~e1 Juez sefalara 1la
suma que ordene pagar, citard el documento que sirva de” ti-

tulo ejecutivo y nombrard secuestre, si fuere el caso.

Si en é] decreto se comprenden bienes.rATCes, se comunica-
ré 1d>pr0v1déncf§ 1nmed1atamente é] registrador de instru- -
'méntos'pdb1fcos?-quién.expeﬂiré certificacidon en donde a-
~parezca que el ejecutado si es élititu1ar del‘dérecho que

se estd persigﬂiendo;
4.3. DERECHOS DE TERCEROS

E1 art. 103 del C. dé-P.L., salvaguardia los derechos de

terceros; en efecto, establece:"

"Queda a salvo el derecho de terceras persohas, si pfestan
 caucién de indemnizar a las partes. los perjuﬁéios que de
su accién se les sfgan,'para pegjr.en cualquier tiempo an¥i
tes del remate, que se lTevante el secuestfd de bienes, a-.
legando que ténfan la po;es{dn de ellos al tiempo en que
aquel se'hjzo". Junto con su peticidn,”e] tercefo' debera
presenﬁar Tas pruebas en que la funde‘y'e]‘Juez 1a"re§01-

vera de plano.
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Como séfbbsnga las cfrcunstan¢ias previstas.en el artfcu-
~To transcrito es.buramente incidental dentro'de]>prOCesb;
" puede o_nb‘pnesenté?se.- Né constituye una etapa obligada
dé] juicfﬁ pero si se formulan la solicitud de]-]evmﬁmﬁénQ

to del secuestro, eT‘juez-debe tramitarla.

Lo mds aconsejab]e para no dilatar el proceso es que el
Juez ex1Ja que la caucidn a prestar por los terceros con-.
s1sta en un depos1to de dinero a Ordenes del Juzgado del

-

ponoc1m1ént0.
' 4.4. DESEMBARGO Y LEVANTAMIENTO DEL SECUESTRO

-~ Si el deudor pagare 1nmed1atamente 0 d1ere cauc1on real que
garant1ce el pago en forma sat1sfactor1a para el juez, se
*decretara sin mas tram1te el desembargo y el 1evantam1ento

del secuestro

En_cgantd,a']éhdi1igehcia de secuestro, y a la -orden de a-
valio deujbs Bieneélémbargadds y secuésﬁradosb el C. de P.
L. no dicé‘nada é] reépeéto, y es de simple 169166 jurfdir
ca que para eétos-aSpectos p}oceSa]es de drden 1ébora1, se.
les ap}jque las-normas que para esta materia consagra el

C. de P. C..
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5. MANDAMIENTO EJECUTIVO
5.1. AUTO DE MANDAMIENTO EJECUTIVO

E1 Juez d%cta de:ﬁiano un auto en el cﬁal ordenarﬁ ~a11de¥f_
mandédd que‘cﬁmp1a Taiobligaciéh de cpnformjdadﬁpon.io pe-
“dido o ]fmitadalgn']a forma que aquél.cqﬁsidére prOcédénté.
Dicho auto se denomiha 9Mandamﬁeﬁto defphgo'ﬁ orden de pa-

.go".

E1 térm{ho para cump11r.con. ]a_bbTigaciéﬁ 'és-de cinco

'dTés,~cuando‘§é;fraté_de pago de ggmas.dé dinero o d§<5ie7 o
nes muebles o de género distinto aé~dinerb; cuando se tra-
te de 0b1fgaciénfde hacer-d de haberse incumb1ido']a de no

hacer, el Juez'fijaré ese té?minoAsegﬁn su prudente juicio.
5.2.  NOTIFICACION DEL MANDAMIENTO U ORDEN DE PAGO

El artTcuTo 108 del C. de P;L., nos ensefa que la primera
'providencia que'se_dicte dentro del proceso (o sea el auto-
en dpndé se ordéna'él deudor~qﬁe pague la obligacién), de-

be notificarse persona]ménte al éjecutado.A Como tal pro-



videncia contiene a la vez el decreto de embargo y secues-
tro, resu]ta apenas natural que su not1f1cac1on al deman-..

dado no se haga sino despues de- pract1car tales diligencias.

Una vez notificada al ejecutado la orden de pago, éste pue-:

de asumir las sijguientes actitudes:

1. Pagar 1nmediat$ﬁente 15 suma'ﬂé dinero‘que.séﬂTé,okde;
ne cancelar en el mandam1ento de "‘pago (1nc1u1ra el va]or de
la ob]1gac1on y 1as costas del JU1C10)

S 10 conS1gnado es suf1c1ente, e] juez orde;ara e] 1evan-
“tamiento ‘del embargo y secuestro y se procederd a 11qu1dar
'1alobligggion y las costas y a pagar al acreedor.- Con e;—

ta actuacidon termina el proceso. De haber remanente se de-

volverd al ejecutado.

2. »Daf caucién real que garéhtfcé é] pago-de 1o debido en
forma satisfactoria para el Juez . Constituida la -caucidn
(hipoteca § brenda,Jpero,pueée consistir también en e1 de-
p6sito de dinero~é'disposid{6n del juzgado), se drdenaré el
levantamiento del‘seéuégfro y’émbargojde'los bienéé traba—A
dos y se proséguifé,é]_juicio.“:Eéto GJtiﬁo por cuantq el
deqdor constituyé la caucidn no para que con ella se'ﬁague
lo adeudado siho-simpiemente para obtener la 1iberac16n de

los bienes que le fueron secuestrados o embargados.
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3. Manifestar que no paga ni presta caucidon:. En este e-
vento, si lo embargado o secuestrado fuére en sumas de di-
nero, el Juez. dictard providencia ordenando que con esas

sumas se paqgue al acreedor.

Una'vez 1fduidada ia obfigacién y heﬁho é] pago cohciuiré
el juicio segﬁn.e1 ihciso final del aft. 104.de1‘C§ de P.
L., pero si 1p.ehbargado 0 $EChestrad6 fuere en bienes di-
ferentes a sumés de'dinero, el Juez dispondrd la prosecu-.
‘cfén del juicid, mediante ofden de rémate‘de bienes sé§0n<

el inciso segundo del articulo antes citado.
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6. EXCEPCIONES E INCIDENTES
6.1.° INCIDENTES EN LOS JUICIOS EJECUTIVOS LABORALES

El propﬁsitb:de.Tos redactores_del cédjgd'dé hacer del mﬁ—
cio ejecutivo ph prdceso rapido y drdstico, los 1levé a in-
troducir én eiiakticulo 107 unas reg]asfdué”héh merecido,
bastante censura. La norma en cita dice: "en el jufciove;-i
jecutivo no babrén incidentes ni ex;épciones, salvo "16 de
pago verificado con posterioridad al_tftuJo_ejecutivoL El
~°excepc10nénte dé pagd, junto con-su_excepcién presentéré_

las pruebas . en que la funde y el Juez fallard de plano".

"Si el demandante solicitare la celebracién de una nueva
audiencia para contraprobar, el juez, si lo considerare po-
drd decretarla. Esta audiencia deberd efectuarse dentro de’

los cinco- (5) dias siguientes"..

Las criticas, que hacemos nuestras también, se han orienta- ..
do en el sentido de sdstener que a pesar de la perentorie-
dad de Ta norma, en Ta practica se puede presentar asuntos

incidentales que el juez se verd en la obligacidon de tra-
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" mitar 'so pena de violéntar con.la omisién normas constitu-

cionales que garantizan el derecho de. defensa.

6.2. JURISPRUDENCIA QUE ATEMPERA EL RIGOR DE LA NORMA DEL
. ARTICULO 107 DEL CODIGO DE PROCEDIMIENTO LABORAL

- Para atemperar el rigor de esta norma,5eT'Tribuha1‘&mermr
de Bogotd, permite que se presenten excepciones como .los de
inconstitucional, excepciones de inexistencia de la obli-

gacion, nulidad del titulo ejecutivo, -etc.

'Jurisprgdencia del Tribunal'Superior.de Bogota: "Este‘Trj-
bunal, én varios fa]Tosfha atemperédo é]jr{gqr 11téfa], del -
articulo 107 aplicando en SUllugar'elAartTculo 26 de 1la
a.Constftucién Nacional, que consagré.]q garantia fundmmmté]
del derecho.de deféns§ y basdndose en la sabia dispéiicfdn
de]-]egis1adok de 1887, que facu]té ai funcionario jmﬁc%d]
para ap]icar'de pféferéncia 1a.const1tUc16n_;iempre-que hé- 

"11e contradiccidon-entre ella y alguna norma de la ley.

Al parecer el articulo 107 fue adoptado en'ia creéhcia'vde
que el titulo ejecutivo habrfa de:consfstir siempre en Uné
séhténcia judiéia] que pusiera fin a un juicio laboral. 'Y .

»arrancahdo de estq-presuncién%se.éuprimié bérte fﬁndamgnfal.
. del juicio ejeeutiVo; aque11a precisamente por vjﬁtud de;h 

cual podrd merecer el nombre de Juicio.
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-Ya en otra ocasidén habfa dicho esta sala: .’

'”La’sa1a 1aboré1, enlformatrefferada, ha vehido sosteniéﬂ

.do que con;épbyokde los prjncipios de'éqﬂidad y efé@tiviaaﬂ
qué deben informar el‘proceso, es‘procedénte aéeptar'en el‘
eJecut1vo otras excepc1ones d1ferentes a la de: pago poste—

~.rior a] t1tu1o e3ecut1vo"' Nerx1st1r1a asidero p1au51b1e

para recortar eT prospecto de 1as d1ferentes excepc1ones en
e] 3u1c1o eJecut1v0, cuando quiera que los hechos propues-

'tos, coetaneos 0 poster1ores al titulo eJecut1vo signifiquen
v juridicamente la inexistencia, la nU]i@ad, e} aplazamiento

o la.extincién de 1a‘égc16n que conste en el titulo. (Dia-

-rioAjuerico. ‘Vol. XV; Num. 718/1§, pag. 117 Auto de Mar-
20 11/71).
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7. REMATE

Siino ée éfectuare.pago ni se preSta?e caﬁéién, el Juez or-
denafé'el reﬁate’de bienés.seﬁj1andp dia y hora para que el"
.a;to seAverifiqUe. EX nb fuefé_él'caso-dé.?emafe por tra-
tarse de sumas-de dinero, ordenard qUe'dé'ellaslse pague al

acreedor.

" Es natural pensaf que a esta di]igenc}é no puede 1legarse
-sin que preViamenté se_hayan”avaluado los bienes. E1 C6-
digo de Procedimiento Labqfé] no diéé qué para.e]l remate
- debe mediar el'avajﬁo; péro la 1691Ca:procesa1 ensefia que
no puéde haber remate sin QUe se conozca el jUst{precibidé

los bienes a subastar.

Esta 16§icq_nos induce a iﬁdicar entonces} que en el mismd-
auto en que el juéz4ordeﬁg,e1 remate debe disponer la di-
ligencia de ava]ﬁd y consgéuencié1mente nombrar. el peritolk‘
Hecho el avalio y tramitada las objeciones al mismo si egi
que 1as'hay, sefprocedefé para ei remate; para 1o‘cua1 de-
ben cumplirse Eiertos requisitos que eétudiarembs mas adé—

1anté.
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7.1. CARTELES DE AVISO DEL REMATE .

Segin el articulo 105 del C. de_P;L., "seis (6) dfas antes
del remateise_pub]icarén y fijéréh; eﬁ la secretaria del
jngado'y‘éﬁ tres de los lugares mé; concurridos, carteles
en lTos que se dé Euenta al piblico de-que se.va a verifij

caf con espécifigécfﬁn de los=biénes respectivos".
©7.2. BIENES SfTUADOSlEN.DISTINTQS MUNICIPIOS

Si todos o parté de Tos bienes que §e”rematén estuvieren

'Jsituédo§ eh d%stintos muﬁﬁcipios3de‘aque1 en que deba ' ha-
" cerse 1a”§ubaSta,'ef‘juez de Tla éauéa librara déébacho co-
miébfio a uno de los jueces del 1u§ar donde se encuenfren‘
para que fije también carfe]es por seis (6) dfas en TOs-
'téfmino§ indicados.'ASin la dévo]ucién'de1>despacho»'&i]i—

genciado no se podra proceder al remate.
7.3. DILIGENCIA DE REMATE

-E1.C. -de P.L., no indica en qué forma debe practicarse tal
A diligencia. Por esa rdzén; debemos remjtfrnos ob1igadaméh-
te al C. de P.C., en donde encontraremos 1as-reglas perti-

nente§ para tal efecto.

Sobra decir que el juez laboral debe cefiirse para esta di-

[
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ligencia a todds']oé requisitos de la ley procesal éfvif,
tales como, dos hbras dé subaéta; depdsito para hacer 1a§
bosturas; bases'de1_remate; adjudicacién, actafde 1a dil{_
Vgéhcia,'etcﬁ | |

“E1 artfculo 527 del C. de P.C., regula la diligencia de
'<_remate, qué-dgbe ocU?rir-en el despacho donde se ade]anta.
e]vprocesq,‘afmenos due se-comisione para é]fo al Juez -del
1ugaf dondebesfén sftuados, segin el artfgu]d 528 de]‘misf

mo cddigo..

'-L1égados_el-afé y:1a-h§ra;para el remate, el sécretario a-
nunciaré'en alta VOé-f%s ofertQ§'a-medida quelse'hicieren.
Transcurridos al menosfﬂos hora§ désde el comienzo de 1la
licitacidn, el Jueziadiudicaré.aT mejor poétor los bienes
materia de-la subasta, luego de haber'aﬁungiado por  tres

veces que de no'exfstir una oerfa'mejbr']é declarara ce-

rrada.

Nadie;podfé_Ticitar'por un tercero si no“présenta poder de-
bidamenté ahtenticado. 'Efectdado el remate se éxtendéré'ac;
ta en que se hard constar:

1. La feéhajy hora'en que tuvo Tugar la diligencia.

-2, La designacidn3de las paftés del proéesoa
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3. Las distintas ofertas. que se hayan hecho y el nombre de

los postores.'

4. La desighécién.de rematante y la determinacidn. de los-
bienes rematados, y tratdndose de bienes sujetos a regis-

tro;‘la.procedeﬁcia,del dominio del ejéthtado.
5. E1 precio del remate.-

Si la licitacion quédare desierta por falta de bostores de

ello se dejara testimonio en el acta.
'7.4. -APROBACION DEL REMATE

Para la aprobacidn del remate, como el C. de P.L;, no dice
hada al respecto; en consecuencia ei Juez laboral tiéne'ﬁue
dar aplicacidn al articulo 530 del C. de P. C., esto por

simple 1dgica jhrfdica.

El artTcu]o.53Q del-C. de P.C., dice lo siguiehte:‘."Paga;'
do -oportunamente el précié; el juez aprobara el rEnhte;siaw
»pre que se hayan cump]fdo las forma]idades prescrftas en
1os_articdlos 524 a 528. En caso contrario declararé ﬁin
'valdr'el femate y ordenaré']d devolucién del precio al re-

maténte.
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En el auto'qué apruebe- el remate se dispondrd, ademds:

1. La cancelacidon de Jos gravamenes. que afecten los bie-

nes.
2. La cancelacién del embargo y secuestro.

3. La expédicfﬁh de copia deT'acté.de remate y del’ auto
aprobatorio. Si se-trata de bienes sujetos a registrd di—;
cha cbpia se inscribird y brotocb]izaré en hbfaria compe-
tente en g] lTugar del p}oceso.' quia de lé escritura -se

agregard luego al expediente.

4. La" entrega por el secuestre al rematante de los bienes.

rematados.

5. 'La entrega al rematante de‘]osftftUTOS de Ta cosa rema-

tada que el ejecutado tenga en su poder.

6. La expedicidn e inscripcidn de nuevos titulos al rema-
tante de las acciones-o efectos piblicos nominativo que ha-
yan sido rematados, y Ta declaracién de que quedan cance-

‘lados los extendidos anteriormente al ejecutado.

7. La entrega del producto-de] remate al acféedor‘ hasta
concurrencia de su crédito y las costas, y del remanente

al ejecutado, si no estuviere embargado.
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'Empero[,cuando se remate un bien para el pago de -1a  parte

exigible de una deuda,. garantizada con'ﬁipdteCa_o"prenda .

constituida sobre é1, no se entregard al ejecutado el so-

brante del precio, que quedard depositado a 6rdenes de]juz-"'

gado como garanfia del resto de 1la obligagién,fsava' que

las partes dispongan otra cosa.

7.5. PAGO

Con el pago ‘que en. esta forma se haga"é1 demandante, - -con--

‘cluye el juicio.”:
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8. CONCLUSION

Ej'jquio;gjécutivo laboral es hn‘proceso:eépecja1 y ton é1"
se:bUScatsatisfacér~é1 pago de ob]fgacione§ que tienen _su';
oéigéﬁfeﬁ una refacién.de-tragajo, due se<r5ger5b5r normas
qué son de ‘caracter pﬁblico; y'pof 10.tan£; esta obligacion,
éegﬁn los princibios de la celeridad y‘drasficidad ﬁrotesa1

'debeﬁ cumplirse en el mgnbr'tiempo'posiblé.v

Para decir verdad las disposiciones del Cédigo Procesal del
Trabajo, que regulan este aspecto no solo son 'deficiéntes
en'cuanto a su alcance, sino confusas respecto de su con-

tenido.

Sinfembdrgo, han servido para que los jueces del trabajo;-
remitiéndose en muchos ﬁuntos al Céddigo Procesal Civil, 1le
den a 1la ejecutiﬂn laboral un caracter 5giT‘y de gran efec-

tividad.

Es evidente que el proceso ejecutin laboral presenta fa-
1las en su tramite en cuanto a etapas procesales se refie-

-re mds que. todo cuando la demora en sus términos es protu-

€.
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berante, claro estd que en teoria el proceso ejecutivo la-
“boral parece ser de trdmite mds rdpido que el proceso eje-

cutivo;civi],;en cuanto a ciertas etapas:

Al tramite por ejemplo una exéepciéh en el Proceso Ejecuti-
vo Laboral, notamos que se obvian a]guhasipiezas procesales
que - son propias del ProcesQAEjecutivo'ijﬁjk y quéJde suce-

der-en &1 conllevaria-a una nulidad-irremediablemente.

En el ejetutivo_iabora1 no hay traslado de la excepcidn que
. Se propone, por tal fézén sé eVita.un‘tﬁémite engorroso Yy
facilita la acé}eradién'dgT‘proceso;'que*en el fondo es-su

finalidad prﬁctica.
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